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8163 RESOLUCION 423/38288/1993, de 3 de marzo, de la Secre­
taria de Estado de Administración Militar, por la que se
dispone el cumplimiento de la sentencia de la Sala de lo
ContenciosrrAdministrativo del Tribunal Superior de Jus­
ticia del País Vasco, dü:tada con fecha 26 de septiembre
de 1992, en el recurso número 1.602/1989, interpuesto por
don Gorka Ameta Unanue. •

MINISTERIO
DE ECONOMIA y HACIENDA

De conformidad con lo establecido en la Ley de la Jurisdicción Con­
tencioso-Administrativa de 27 de diciembre de 1956, dispongo que se cum­
pla en sus propios términos estimatorios la expresada sentencia sobre
exclusión total del servicio militar.

8167 RESOLUCION de 25 de febrero de 1993, de la Secretaria
General de Planificación y Presupuestos, por la que se da
publicidad al Convenio de colaboración suscrito entre ta
Secretaria de Estado de Hacienda y la Consejería de Eco­
nomía y Hacienda de la Comunidad Autónoma de Canarias.

Excmo. Sr. Director general del Servicio Militar.

Madrid, 3 de marzo de 1993.-El Secretario de Estado de Administración
Militar, Gustavo Suárez Pertierra.

8164 RESOLUCION 423/38289/1993, de 3 de marzo, de la Secre­
taría de Estado de Administraci6n Militar, por la que se
dispone el cumplimiento de ta Sentencia de ta Sata de lo
Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Jus­
ticia de Andalucía, dictada con fecha 4 de dü;iembre
de 1992 en el recurso número 3.035/1990, interpuesto por
don José García Cañadas.

Habiéndose suscrito con fecha 5 de febrero de 1993 un Convenio de
colaboración entre la Secretaría de Estado de Hacienda y la Consejería
de Economía y Hacienda de la Comunidad Autónoma de Canarias para
coordinación de controles sobre fondos comunitarios, procede la publi­
cación en el ~Boletín Oficial del Estado. de dicho Convenio, que figura
como anexo a la presente Resolución.

Lo que se hace público a los efectos oportunos.
Madrid, 25 de febrero de 1993.-El Secretario general, Julio Viñuela

Díaz.

ANEXO

Excmo. Sr. Director general de Política de Defensa.

Excmo. Sr. Director general de Personal.

Excmo. Sr. Director general de Personal.

Madrid, 3 de marzo de 1993.-EI Secretario de Estado de Administración
Militar, Gustavo Suárez Pertierra.

En Madrid, a 5 de febrero de 1993, reunidos don Antonio Zabalza
Martí, Secretario de Estado de Hacienda, en nombre y representación de
la Administración del Estado, y don José Miguel González Hernández, Con­
sejero de Economía y Hacienda de la Comunidad Autónoma de Canarias,
en nombre y representación de la Administración de dicha Comunidad.

Ambas partes, que se reconocen competencia suficiente para el esta­
blecimiento del presente Convenio en base a lo dispuesto en la Disposición
Finall.R del Real Decreto 1558/1977, de 4 de julio, y Orden del Ministerio
de Economía y Hacienda de 23 de octubre de 1985, sobre delegación de
atribuciones en los Secretarios de Estado y en el artículo 29.1.k) de la
Ley 14/1990, de 26 de julio, de Régimen Jurídico de las Administ.raciones
Públicas de Canarias, respectivamente.

Declaran: Que de acuerdo con las disposiciones de las Comunidades
Europeas y nacionales, las Administraciones españolas vienen obligadas
al establecimiento y puesta en marcha de sistemas de control sobre las
ayudas y subvenciones financiadas total o parcialmente, con cargo a fondos
comunitarios y en especial sobre sus beneficiarios.

Que la ejecución de dichos controles ha de llevarse a cabo tanto por
la Administración Central del Estado como por la Administración de las
Comunidades Autónomas en función de sus respectivas competencias,
teniendo competencia genérica para su ejecución las Intervenciones Gene­
rales respectivas, y competencia específica, en relación a cada línea de
ayuda, los órganos competentes para la gestión e inspección de la misma.

Que, a nivel nacional, el artículo 16 de la Ley de Presupuestas para
1991 da nueva redacción al artículo 18.2 de la Ley General presupuestaria
que designa a la Intervención General de la Administración del Estado
como órgano coordinador de dichos contmles, facultándola para establecer
las relaciones que a estos efectos sean precisas con los órganos corres­
pondientes de la Administración Central del Estado, de la Administración
de los Entes Territoriales y de la Administración de las Comunidades
Europeas.

Que asimismo el apartado 11 del artículo 81 de la Ley General Pre­
supuestaria, en su redacción dada por el indicado artículo 16 de la Ley
de Presupuestos de 1991, prevé la utilización de Convenios entre la Admi­
nistración del Estado y la de los Entes Territoriales, a efectos del se­
guimiento y evaluación de las subvenciones y ayudas gestionadas por estos
últimos.

Que sin perjuicio de lo anterior, la coordinación de controles nacionales
exige la debida colaboración, comunicación, intercambio de información
y apoyo entre los órganos de las distintas Administraciones a fin del esta­
blecimiento de sistemas de control que, teniendo en cuenta las respectivas
competencias, aseguren la mejor utilización de los recursos disponibles,
la igualdad de trato hacia los administrados y el. cumplimiento de las
obligaciones impuestas por la nonnatíva comunitaria.

A tales efectos convienen:

Primero. Pl.anes de control.-En el ámbito de cada Administración,
y de acuerdo con las respectivas competencias, se establecerán anualmente
planes de control sobre los beneficiarios de ayudas financiadas, total o
parcialmente, con cargo a fondos comunitarios.

RESOLUCION número 423/38291/1993, de 3 de marzo, de
la Secretaría de Estado de Administract.ón Militar, por la
que se dispone el cumplimiento de la Sentencia de la Sala
de lo Contencioso-Administrativo de la· Audiencia Nacional
dictada con fecha 27 de noviembre de 1992, en el recurso
número 319.449 interpuesto por don Manuel Romero
Martín.

RESOLUCION 423/38290/93, de 3 de marzo, de taSecretaria
de Estado de A.dministración Militar, por la que se dispone
el cumplimiento de la Sentencia de la Sala de lo Conten­
cioso-Administrativo de la Audien"Cia Nacional dictada con
fecha. 5 de noviembre de 1992 en el rec-arso número 319.293,
interpuesto por don Fra,ncisco Javier Pé'rez Sánchez y
otros.

8166

8165

De conformidad con lo establecido en la Ley de la Jurisdicción Con­
tencioscr-Administrativa de 27 de diciembre de 1956, dispongo que se cum­
pla en sus propios términos estimatorios la expresada Sentencia sobre
complemento de dedicación especial.

Madrid, 3 de marzo de 1993.-El Secretario de Estado de Administración
Militar, Gustavo Suárez Pertierra.

De conformidad con lo establecido en la Ley de la Jurisdicción Con­
tencioso.-Administrativa de 27 de diciembre de 1956, dispongo que se cum­
pla en sus propios términos estimatorios la expresada Sentencia sobre
revisión de clasificación pasiva.

Madrid, 3 de marzo de 1993.-El Secretario de Estado de Administración
Militar, Gustavo Suárez Pertierra.

De conformidad con lo establecido en la Ley de la Jurisdicción Con­
tencioscr-Administrativa de 27 de diciembre de 1956, dispongo que se cum­
pla en sus propios términos estimatorios la expresada Sentencia sobre
indemnización por residencia eventual.
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Las prótesis son los aparatos externos usados para reemplazar total
o parcialmente un segmento de un miembro ausente o deficiente. Se incluye
en este concepto cualquier aparato que tenga una parte en el interior
del cuerpo por necesidades estructurales o funcionales.

Las órtesis son aparatos externos para modificar las condiciones estruc+
turales o funcionales del sistema neuromuscular o del esqueleto.

El precepto se refiere exclusivamente a las prótesis y órtesis para per­
sonas con minusvalía, excluyéndose, por tanto, de su ámbito los aparatos
que se destinan a su implantación en el cuerpo humano.

A los efectos de este precepto debe considerarse como personas con
minusvalía las que así se definen en el artículo 31 del Reglamento del
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, según el cual son las
personas que -tengan la condición legal de persona con minusvalía en
grado igual o superior al 33 por 100, de acuerdo con el baremo a que

Primero. Entregas de determinados bienes a personas con minus­
valía.-El número 10.° del apartado dos, 1, del artículo 91 de la Ley del
Impuesto establece que se aplicará el tipo reducido del 3 por 100 a las
entregas, adquisiciones intracomunitarias o importaciones de .las prótesis
y órtesis para personas con minusvalía•.

Según las definiciones publicadas en esta materia por AENOR, Entidad
autorizada por el Ministerio de Industria, Comercio y Turismo para desarro­
llar tareas de normalización y certificación, de acuerdo con el Real Decreto
1614/1985, de 1 de agosto, resulta lo siguiente:

La Ley 37/1992, de 28 de diciembre, reguladora del Impuesto sobre
el Valor Añadido, ha suscitado dudas en relación con la interpretación
de algunos de sus preceptos relativos a la aplicación del tipo reducido
y de las exenciones.

En las consultas formuladas por los contribuyentes se solicita acla­
ración sobre el alcance de las referidas normas, siendo necesario que se
dicten las oportunas instrucciones para unificación de criterios y que se
recojan en una Resolución de este Centro directivo para que sean objeto
de difusión general.

En consecuencia, se relacionan a continuación las cuestiones plantea­
das y los criterios que, a juicio de este Centro, deben aplicarse en cada
caso, por considerarlos ajustados a derecho:

RESOLUCION de 4 de marzo de 1993, de la Dirección Gene­
ral de Tributos, sobre la tributación por el Impuesto sobre
el Valor Añadido de determinadas operaciones.

8168

Autónoma en los cursos y encuentros que, en relación a la materia, se
realicen por órganos de la Comisión de las Comunidades Europeas.

A efectos del cumplimiento de lo previsto en el Reglamento (CEE)
4045/89 del Consejo, la Intervención General de la Comunidad Autónoma
comunicará a la del Estado los cursos programados por dicha Adminis­
tración, para formación de agentes de control, en el ámbito del FEOGA-Ga­
rantía y las solicitudes de financiación comunitaria por éste u otros motivos
de los indicados en la citada norma.

Séptimo. Seguimiento.-Para el seguimiento de lo previsto en el pre­
sente Convenio y para la instrumentación de la coordinación de controles
nacionales sobre fondos comunitarios que el artículo 18.2 de la Ley General
Presupuestaria atribuye a la Intervención General de la Administración
del Estado, se crea un comité de seguimiento con composición paritaria
de representantes de dicha Intervención General y de la de la Comunidad
Autónoma, el cual estará presidido por la Interventora General de la Admi­
nistración del Estado o persona en quien delegue, actuando de Vicepre­
sidente el Interventor General de la Comunidad Autónoma o funcionario
en quien delegue.

Dicho comité de seguimiento será, asimismo, competente para la solu­
ción de las discrepancias que pudieran suscitarse con ocasión de la eje­
cución del Convenio.

Octavo. Duración.~El presente Cconvenio se establece por un plazo
de dos años a contar desde la fecha de su firma, entendiéndose prorrogaodo
tácita y sucesivamente por igual plazo siempre que las partes no comu­
niquen su decisión de denuncia con anterioridad a la expiración de su
vigencia.

Sin perjuicio de lo anterior, el Convenio podrá ser modificado, con
introducción de 'las adiciones necesarias para el mejor cumplimiento de
los objetivos pretendidos a iniciativa de las Intervenciones Generales del
Estado y de la Comunidad Autónoma y de acuerdo con la normativa comu·
nitaria y nacional aplicable.

Dichos planes comprenderán los controles a realizar en el ejercicio
en relación a cada fondo comunitario, distribuirlos por programas ope­
rativos o sectores, líneas de ayuda, provincias, cuantías de ayuda y órgano
gestor de las mismas, formulándose, en su caso, de acuerdo con los modelos
establecidos porla Comisión de las Comunidades Europeas.

La Intervención General de la Administración del Estado comunicará
a la Intervención General de la Comunidad Autónoma las directrices
comuntarias, a efectos de la formulación de los planes, asi como el plan
nacional:de control, en el cual integrará los establecidos por la Comunidad
Autónoma.

La Intervención General de la Comunidad Autónoma comunicará a
la del Estado los planes de controles con la debida antelación, para el
cumplimiento de lo establecido en el Reglamento CEE 4045/1989, del Con­
sejo, y demás normativa comunitaria aplicable, y para la elaboración de
los planes nacionales.

Segundo. Procedimientos de controlo-Las Intervenciones Generales
del Estado y de la Comunidad Autónoma se comunicarán mutuamente
los procedimientos y programas de auditoría y control utilizados y pr()­
moverán su homogeneización a fin de asegurar el establecimiento de míni­
mos comunes de control y la igualdad de trato hacia el administrado.

A estos efectos, la Intervención General de la Administración del Estado
comunicará a la de la Comunidad Autónoma cuantas directrices, orien­
taciones y recomendaciones se acuerden por los órganos de la Comisión
Europea en relación a la materia.

Tercero. Participación en los controles.-Las Intervenciones Gene­
rales del Estado y de la Comunidad Autónoma se comunicarán mutua­
mente, previamente a su inicio, los controles a realizar a iniciativa de
las mismas en el territorio de la Comunidad, sobre beneficiarios de ayudas
en que se dé participación en la gestión de ambas Administraciones.

Funcionarios de cada Intervención General podrán participar a su pro­
pia iniciativa en los referidos controles a realizar a iniciativa de otra Inter­
vención General.

En este caso, el control se realizará por un único equipo de control
en el que se integrarán los funcionarios de ambas Intervenciones Generales
y, en su caso, de los demás órganos competentes, bajo dirección conjunta
de quien al efecto designen- dichas Intervenciones, actuando cada una de
ellas en virtud de sus propias competencias.

En todo caso, la Intervención General de la Administración del Estado
y la de la Comunidad Autónoma se facilitarán mutuamente la información
disponible y necesaria para la ejecución de los controles a que se refiere
esta estipulación.

Cuarto. Resultados de los controles realizados.~Las Intervenciones
Generales del Estado y de la Comunidad Autónoma se comunicarán mutua­
mente los resultados más importantes de los controles realizados por ambas
Administraciones en el territorio de la Comunidad, en ejecución de los
planes a que se refiere la estipulación primera del presente convenio y,
en especial los posibles riesgos de fraude detectados.

La Intervención General. de la Comunidad Autónoma comunicará
dichos resultados a la Intervención General de la Administración del Estado
con la debida antelación, para que ésta pueda proceder a la elaboración
de informes sobre la ejecución de los planes nacionales y remitir los mismos
a la Comisión de la Comunidad Europea en cumplimiento de la normativa
aplicable.

Quinto. lrregularidades.-La Intervención General de la Comunidad
Autónoma comunicará a la del Estado, a efectos de cumplimiento de las
obligaciones establecidas en el Reglamento (CEE) 595/91 del Consejo y
en la anormativa comunitaria relativa a los fondos estructurales, los casos
de irregularidades detectadas en los controles realizados, así como los
procedimientos establecidos para su prevención, persecución y recupe­
ración de las sumas indebidamente pagadas. Dichas comunicaciones se
realizarán en forma y plazo que permita el cumplimiento de lo señalado
por la referida normativa.

La Intervención General de la Administración del Estado procederá
a cursar a la Comisión dichas comunicaciones, conjuntamente con las
relativas a los demás órganos implicados en los controles nacionales y
comunicará a la Intervención General de la Comunidad Autónoma las
decisiones, orientaciones y recomendaciones de las Instituciones comu­
nitarias en relación a la materia y los tipos de irregularidades detectados
en los controles nacionales.

Sexto. Formación.-La Intervención General de la Administración del
Estado promoverá cursos de formación, en la materia objeto de este Con­
venio, con destino a funcionarios de la Comunidad Autónoma, a través
de la Escuela de Hacienda Pública y participando, en su caso, en los que
se programen por órganos de la Comunidad Autónoma. De igual forma,
la Intervención General de la Administración del Estado promoverá la
participación de funcionarios de la Intervención General de la Comunidad


